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Introducción

A ESCALADA de violencia y criminali-
dad que actualmente padece México 
ha sido enfrentada en el contexto de la 

“guerra contra las drogas” por los gobiernos de los úl-
timos tres sexenios desde una postura maniquea y pu-
nitiva. Esta postura ha sido impuesta por el discurso 
oficial a través de los medios de comunicación afines 
al poder político, discursos gubernamentales, figuras 
públicas y analistas que reducen el fenómeno a un 
problema entre antagonistas —fuerzas del orden y orga-
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En el marco de las políticas neoliberales, México enfrenta un embate generado 
por una multiplicidad de violencias sistémicas, así como por la violación de los derechos 
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paramilitar; despliegan nuevos métodos de generación y apropiación de ganancia, 
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y configuran una economía criminal basada no sólo en la cadena de valor 

de la droga, sino en los delitos que atentan contra la vida.
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nizaciones de narcotraficantes— y respaldan el uso de 
la fuerza armada que el gobierno federal promueve 
para enfrentar el conflicto. La simplificación de esta 
problemática no sólo no concuerda con la realidad na-
cional, sino que implica que no se atiendan las causas 
profundas en razón de que se concibe como una ano-
malía aislada, un fenómeno cuya característica princi-
pal es la violencia exacerbada en diversos puntos del 
país, que sólo parte de la inseguridad pública. En rea-
lidad el país enfrenta una violencia multinivel que ar-
ticula tres facetas: el recrudecimiento de las violencias 
sistémicas; el embate del gobierno contra la disidencia 
y los sectores empobrecidos; y la escalada de crimina-
lidad guiada por grupos de narcotraficantes en evolu-
ción. 

L



Violencias sistémicas, refuerzo 
de la degradación social

En el marco del modelo económico neoliberal vigente 
en México, los principales agentes que vigorizan las 
violencias sistémicas son el Estado y el capital,1 y entre 
éstas destacan la exclusión social, la carencia y preca-
rización del trabajo, la falta de oportunidades educati-
vas, la depredación del ambiente, el despojo de medios 
de producción y subsistencia. El refuerzo de estas vio-
lencias se da a partir de que dichos agentes buscan la 
maximización de la ganancia a costa de lo que sea, in-
cluso sobre el régimen de bienestar social, el patrimo-
nio o los derechos humanos, y vienen a ser “[…] las 
consecuencias a menudo catastróficas del funciona-
miento homogéneo de nuestros sistemas económico y 
político”.2 

La primera de estas violencias —exclusión so-
cial— conlleva la segregación de amplias capas pobla-

cionales de ámbitos indispensables de la vida colecti-
va, y los sectores vulnerables son los que más resienten 
esta realidad. De acuerdo con el Consejo Nacional de 
Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Cone-
val), la población indígena padece los niveles más graves 
de pobreza y marginación, y de una población nativa 
cercana a los 7 millones de personas que viven en 
México, 4.4 millones sufren carencias alimenticias, 
educativas, de seguridad social o salud.3 En 2015, el 
número de jóvenes de entre 16 y 29 años que no estu-
dian ni trabajan (ninis) se ha mantenido cercano a los 
39 millones,4 y según el Fondo de las Naciones Unidas 
para la Infancia (Unicef, por su siglas en inglés), la po-
breza alcanza a más de la mitad de los 40 millones de 
niños y jóvenes que viven en México, además de que la 
situación es más grave en la zona sur-sureste de Méxi-
co, donde la pobreza afecta a más de 60 por ciento de 
los niños, niñas y adolescentes en entidades como 
Chiapas, Guerrero y Oaxaca.5 

La represión a los movimientos sociales y estudiantiles se desató luego de las expresiones 
de repudio a los resultados electorales y las  reformas neoliberales.
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Lejos de reforzarse para que funja como vía para 
hacer contrapeso a la degradación de las condiciones 
de vida, la órbita del trabajo se ha vulnerado de forma 
sistemática en el ámbito de las políticas neoliberales 
en tanto se promueven figuras como la subcontrata-
ción (outsourcing), el adelgazamiento de las prestacio-
nes laborales y la vulneración de la base sindical. Aun-
que para el segundo trimestre de 2015 el Instituto 
Nacional de Estadística, Geografía e Informática (inegi) 
registró un leve descenso con respecto a 2014 en la 
tasa de desocupación laboral, el cual fue de 4.4 por 
ciento y 4.9 por ciento, respectivamente,6 el trabajo 
precario es la constante en diversas fuentes de empleo 
y es disimulado en las cifras laborales oficiales. Los 
estudios del Instituto para el Desarrollo Industrial y el 
Crecimiento Económico coinciden con las estimacio-
nes del inegi en el leve descenso de la desocupación 
laboral, pero advierten que más de la tercera parte de 
los trabajos que se generaron durante el inicio de 2015 
fueron en el sector informal, y con bajos salarios.7  

El sector educativo no ha podido superar el esque-
ma del embudo, en tanto el acceso a una formación es 
relativamente amplio para los niveles básicos pero se 
reduce conforme se avanza en los grados académicos. 
De acuerdo con el Instituto de Investigaciones sobre 
la Universidad y la Educación (iisue) de la Universidad 
Nacional Autónoma de México (unam), para 2013, 10 mi-
llones de mexicanos no habían concluido la primaria; 
16.4 millones no terminaron la secundaria y sólo tres 
de cada 10 mexicanos de entre 19 y 23 años tuvieron 
acceso a la educación superior.8 De igual forma, el 
analfabetismo es padecido por 5.4 millones de perso-
nas, y Chiapas, Guerrero y Oaxaca son los estados con 
la mayor concentración de esas personas,9 es decir, la 
situación de pobreza que líneas arriba se mencionó, 
entronca con el problema de millones de individuos 
que no saben leer ni escribir.    

La violencia que encarna el despojo de medios de 
producción y subsistencia se realiza en México al am-
paro de la acumulación por desposesión que guían los 
grandes capitales corporativos, los cuales se han apro-
piado de vastas zonas agrícolas y concesiones mineras, 
además de que las privatizaciones han languidecido la 
opción de que por medio de paraestatales se beneficie 
a la población. En este esquema también se ha atenta-
do en contra de los bienes naturales prácticamente de 
todo tipo y en múltiples regiones de México, lo que 
generalmente conllevala complicidad entre la esfera 
empresarial y la política para garantizar el despojo. 

Violencia contra disidentes  
y pobres, un mecanismo de control 

La degradación de las condiciones de vida que supura 
las violencias sistémicas está asociada a la progresiva 
violación de los derechos humanos en México. La su-
ma de estos dos fenómenos deviene en una descom-
posición social profunda que afecta a las capas sociales 
más vulnerables, pero también se cierne en contra de 
la inconformidad social que se manifiesta por las con-
diciones de atraso o carencias que afectan al país. La 
acción en contra de la disidencia es una estafeta que 
han retomado a nivel federal tanto los gobiernos priís-
tas como panistas de los últimos sexenios, y guarda 
como tendencia la concentración de poder en la figura 
presidencial, el refuerzo de las medidas punitivas y la 
ampliación de facultades para los organismos de segu-
ridad, en especial bajo el argumento de la supuesta 
“guerra contra el narco”. La situación es delicada y 
sobrepasa los abusos policiacos o de elementos cas-
trenses, y en realidad tiene que ver con  la “[…] erosión 
de los derechos civiles y políticos bajo el amparo de la 
constitución”.10 A este respecto, en 2014 los senadores 
aprobaron un dictamen para reglamentar el artículo 29 
constitucional y abrir la posibilidad de que el Presi-
dente, con la aprobación del Congreso de la Unión, 
suspenda o restrinja garantías individuales bajo el su-
puesto de invasión, perturbación grave de la paz públi-
ca o de cualquier otro que ponga a la sociedad en gra-
ve peligro o conflicto.11 Esto en realidad es una 
tendencia que se hace visible en hechos como el que 
el gobierno priísta de Puebla haya pretendido legalizar el 
uso de armas de fuego para dispersar manifestaciones, 
iniciativa que envió el gobierno del estado al Congreso 
local durante ese mismo año,12 y es una medida a la que 
también ha pretendido sumarse el estado de Chiapas 
bajo el presente gobierno priísta. De acuerdo con el 
informe de Human Rights Watch, Ni seguridad, ni dere-
chos: ejecuciones, desapariciones y tortura en la “guerra 
contra el narcotráfico” de México, en el periodo 2006-
2011 aumentaron las violaciones de derechos humanos 
por parte de las fuerzas de seguridad nacionales, y ca-
si ningún caso está siendo investigado adecuadamen-
te. Sólo en cinco entidades (Baja California, Chihua-
hua, Guerrero, Nuevo León y Tabasco) el organismo 
internacional documentó la participación de autorida-
des en más de 170 casos de tortura, 39 “desapariciones” 
y 24 ejecuciones extrajudiciales.13 Esta situación se em-
pata con la intención de Felipe Calderón de reformar 
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la Ley de Seguridad Nacional, con lo que se buscó dar 
autorización para que la policía allanara domicilios sin 
órdenes de cateo, y se ampliaran las facultades del Mi-
nisterio Público para intervenir comunicaciones 
privadas y permitir la incautación de bienes conside-
rados parte del patrimonio de la delincuencia organi-
zada. En el marco de las irregularidades en los proce-
sos judiciales, de los abusos tanto de la policía judicial 
como ministerial y de la corrupción imperante en las 
instituciones encargadas de llevar a cabo estas prácti-
cas, las medidas han generado múltiples abusos contra 
la población.

El ajuste normativo que en México se ha realizado 
para reprimir a la disidencia  guarda en sus entretelo-
nes el que se utilice la escalada de criminalidad como 
justificación para criminalizar de facto a miles de per-
sonas (principalmente las más vulnerables) y violar 
derechos humanos en aras de presentar avances en la 
desarticulación de bandas criminales y captura de sus 
integrantes. Cabe hacer hincapié en que de manera 
paralela a esto se salvaguardan los intereses de los 
grandes capitales, es decir, la descomposición social 
que se vive representa una crisis social, pero no una 
crisis de las relaciones sociales de dominio: “[…] no es 
una crisis de la dominación del capital”,14 por lo que 
los poderes fácticos activos en México, y en especial los 
poderes supranacionales que rigen la relación asimé-
trica México-Estados Unidos, son los menos afectados con 

los ajustes normativos en relación con la guerra contra 
el narco, en contraste con las capas sociales más bajas. 
Las reformas a los códigos que se han llevado a cabo 
en México desde 1994 tipificaron como grave una gran 
cantidad de crímenes, lo que derivó en el incremento 
de las penas, y diversos delitos quedaron exentos de la 
posibilidad de que se otorgaran beneficios de prelibe-
ración, “[…] lo que incrementó los tiempos de perma-
nencia en prisión”.15 Ello naturalmente afecta, sobre 
todo, a las personas que no pueden pagar costosos 
amparos o defensas legales eficientes, y cuadra con la 
tendencia a criminalizar, cada vez más, a los pobres y 
excluidos. Solicitudes hechas con base en la Ley Fede-
ral de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
Gubernamental revelaron que decenas de personas a 
las que se les comprobaron nexos con el crimen orga-
nizado en México fueron liberadas, y en contraste, la 
información solicitada y entregada por la Procuradu-
ría General de la República (pgr) demuestra que hay 
cientos de civiles encarcelados por la “guerra contra el 
narco” sin que se les haya comprobado algún delito. Se 
calcula que sólo para el periodo 2006-2010 había 
119,840 personas detenidas por estar relacionadas con 
el narcotráfico, pero ese número correspondía a la ca-
dena más débil de este negocio: narcomenudistas, 
consumidores, burros (personas en pobreza utilizadas 
para transportar pequeñas cantidades de droga a cam-
bio de un pago), campesinos y civiles inocentes.16 

La superficie cultivada y cosechada de drogas ha incrementado la capacidad exportadora de enervantes.
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Ahora bien, no sólo se asiste a la criminalización de 
la pobreza y la disidencia, sino que la militarización 
del país representa una violencia simbólica en el me-
jor de los casos, y en el peor la posibilidad de que las 
propias fuerzas del orden se vuelvan una amenaza pa-
ra cualquier ciudadano. Todo ello abona a lo que pue-
de considerarse un Estado de excepción no declarado, 
el cual está articulado por la impunidad, la ausencia 
de ley y la imposibilidad de vivir, trabajar y transitar 
libremente y con seguridad por carreteras y calles, 
ejerciendo a cabalidad los derechos y garantías esta-
blecidos en el artículo 29 constitucional.17 La perspec-
tiva de Giorgio Agamben sobre el Estado de excep-
ción arroja luz sobre este fenómeno, pues si bien la 
medida de excepción es una respuesta inmediata del 
poder estatal a los conflictos internos más extremos, 
actualmente tiene como trasfondo tres elementos cla-
ve: a) la erosión de los poderes legislativos a la par de 
la concentración de poder en el Ejecutivo; b) no exis-
te ninguna salvaguarda institucional capaz de garanti-
zar que los poderes de emergencia sean efectivamen-
te usados para resguardar los principios de la 
Constitución, y c) sólo el pueblo puede asegurar que 
esto se cumpla mediante su participación y vigilancia; 
la declaración del Estado de excepción está siendo 
progresivamente sustituida por una generalización 
sin precedentes del paradigma de la seguridad.18 En 
México, esto se refleja en los hechos en la sistemática 
violación de los derechos humanos, tanto por parte de 
autoridades como por el crimen organizado. Abundan 
los casos sobre este punto, pero considérese simple-
mente que el Comité Ciudadano para la recuperación 
de la Comisión Nacional de Derechos Humanos (cn-
dh), constituido por 85 organizaciones de la sociedad 
civil y líderes sociales de todo el país, denunció que la 
cndh ha fomentado la impunidad en “cientos de miles 
de delitos”, que comprenden abusos de servidores 
públicos, desapariciones forzadas, extorsiones de au-
toridades, homicidios y ejecuciones extrajudiciales.19 
El segundo punto se ha visto profundamente vulne-
rado en razón de la extensa complicidad de las fuerzas 
del orden con los grupos criminales, además de que 
la participación ciudadana en el plano político está 
acotada a la emisión del voto, en lugar de ser partícipe 
de las decisiones sobre los grandes problemas del 
país. El tercer punto corresponde al control suprana-
cional (en especial de Estados Unidos sobre México) 
en complicidad con fuerzas locales para generar con-
trol y perpetuar acciones de despojo de recursos na-
turales y humanos, concretamente en el marco de la 

llamada “guerra contra las drogas” y “guerra contra el 
terrorismo” que el hegemón estadounidense promue-
ve en diversas partes del orbe.  

La conjunción de violencias sistémicas, criminales, 
simbólicas, así como la tendencia a criminalizar a la 
disidencia devienen en una suerte de ruleta rusa que 
bien puede concluir en la extorsión, encarcelamiento o 
asesinato de cualquiera. En el marco de la guerra contra 
el narco prevalece la devaluación de la vida, tanto por el 
escaso respaldo de las autoridades a los ciudadanos y el 
acoso que ejerce contra éstos, como por el incremento 
en los delitos asociados al crimen organizado. Ello ajus-
ta con lo que Agamben ha definido como la nuda vida, 
es decir, “[…] la vida a quien cualquiera puede dar 
muerte pero que es a la vez insacrificable del homo sa-
cer […] la vida a la que cualquiera puede dar muerte 
impunemente y, al mismo tiempo, la de no poder ser 
sacrificada de acuerdo a los rituales establecidos”.20 Es-
ta devaluación de la vida se acentúa en los delitos que 
el crimen organizado (particularmente el narco mexica-
no actual) lleva a cabo con la intención de maximizar 
ganancias y posicionar su dominio.

Narcoviolencia, un fenómeno 
en evolución   

El narcotráfico forma parte del crimen organizado, por 
lo que puede ser asimilado desde la visión dominante 
de la Organización de las Naciones Unidas (onu)21 en 
sus componentes de cantidad (tres o más personas) y 
en su propósito de cometer delitos tipificados. No obs-
tante, el crimen organizado mexicano presenta nuevas 
características, en especial en lo que se refiere a las 
principales organizaciones de narcotraficantes mexi-
canos. Estos grupos se han complejizado al pasar de 
una organización vertical a una organización tipo red; 
tienen un perfil paramilitar; han trascendido la activi-
dad vinculada a la producción, distribución y consumo de 
droga, y ejercen delitos que atentan contra la vida y, 
por ende, el desarrollo humano. 

La idea convencional sobre el narcotráfico es que 
se trata de una actividad relacionada con el tráfico de 
la droga, sin embargo es una entidad que no se agota 
en dicha relación, sino que la trasciende. El primer 
elemento por considerar en este sentido es su víncu-
lo con el Estado, particularmente con la formación 
histórica de éste, y dos aspectos destacan para com-
prender la evolución de esa relación. El primero es la 
subordinación del crimen organizado mexicano con 
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el Estado hasta antes de la fallida transición a la de-
mocracia y la alternancia en el poder político federal.22 
Esa subordinación implica que la cooptación no es 
exclusivamente del crimen organizado hacia el Esta-
do (hecho en el que sí se enfocan los gobiernos fede-
rales mexicanos que se han ocupado de la “lucha con-
tra las drogas”). El segundo elemento de esa relación 
nace de la pérdida de legitimidad del mando político 
mexicano ante la crisis del Estado, concretamente la 
vulneración de los pilares de la constitución estatal.23 
Esta pérdida de legitimidad abrió una ventana de 
oportunidad para estos grupos, pues la correlación de 
fuerzas cambió tanto por el deterioro del pacto polí-
tico-social, como por el hecho de que dejaron de es-
tar subordinados, lo que derivó en que tuvieran una 
mayor incidencia en el plano social: “La afirmación 
de que el último objetivo del narcotráfico es la obten-
ción de ganancias, es cierta empíricamente, pero falsa 
científicamente. El narcotráfico genera capital, no 
sólo dinero; es una industria, no sólo un negocio. Es 
una relación social de dominación, no sólo una acti-
vidad comercial ilegal”.24 Visto a trasluz de la econo-
mía política, este hecho, sumado al de que la configu-

ración de la economía criminal en México es cada vez 
más compleja, apunta a que las relaciones de produc-
ción no se agotan en la generación, distribución y 
comercialización de la droga.25

En tanto paradigma de la economía ilegal globali-
zada, el negocio de la droga se apoya en dos soportes: 
a) la baja elasticidad de la demanda (incluso ante alte-
raciones en el precio y disponibilidad), y b) la prohibición 
de su producción, comercio y uso con fines recreati-
vos. En el marco de la guerra contra el narcotráfico, 
estos elementos no han perdido relevancia, y los prin-
cipales grupos de narcotraficantes se han adaptado a 
la presión y han adoptado formas de organización des-
centralizada y con características de red y no de jerar-
quía, red que conlleva una colaboración masiva entre 
productores, distribuidores y comercializadores, apro-
vecha la tecnología digital y evoluciona de los mandos 
centrales al aprovechamiento de una multiplicidad de 
nodos que le permiten mayor velocidad para adaptarse y 
responder a los cambios, además de la posibilidad de 
sustituir fácil y rápidamente sus partes dañadas. Dicha 
evolución alcanza tanto a grupos como al mercado de 
las drogas, pues al ser los primeros afectados —ya sea 

El trasiego de armas es el contraflujo de la exportación de drogas. El poder de fuego incrementa 
la tasa de homicidios y la cifra negra de muertes.



por las autoridades o grupos contrarios—, comandantes 
y operadores de nivel medio los sustituyen, en tanto el 
mercado se reconfigura continuamente a sí mismo 
alrededor de figuras y grupos que detentan el conoci-
miento, contactos y memoria para mantener el negocio 
en funcionamiento.26 Como complemento de su evolu-
ción está el corte paramilitar de los grupos de narco-
traficantes mexicanos (en especial Zetas, Cártel de Si-
naloa, Cártel del Golfo, Cártel Jalisco Nueva 
Generación), el cual se ha agudizado con la creciente 
militarización de la vida pública en el marco de la 
“guerra contra el narco” —en específico del uso para 
labores de seguridad pública de las fuerzas armadas 
bajo la coartada de la seguridad nacional—, y ello tiene 
su explicación en la presión que el gobierno mexicano 
ha ejercido en algunas zonas en contra de estos gru-
pos, y en su necesidad de robustecerse ante otras or-
ganizaciones criminales.

Los motivos para que el crimen organizado se 
perfile como paramilitar son: “El debilitamiento de 
los controles para frenar a la delincuencia organiza-
da; la transferencia de militares a instituciones co-
rruptas para enfrentar al narco; la corrupción en di-
versos organismos y la esfera política”.27 Basada en la 
Ley de Transparencia, una investigación publicada 
por el diario Milenio reveló que más de 1,600 soldados 
han dejado las filas del Ejército mexicano, y aunque 
no se descarta que muchos hayan desertado por temor 
o hayan sido desaparecidos por las organizaciones 
criminales, la hipótesis más fuerte es que la mayoría 
se pasó a las filas del crimen organizado (concreta-
mente al narco), incluidos más de 120 soldados de 
élite. Estos últimos habrían desertado a pesar de que 
durante el gobierno calderonista se les aumentó el 
salario en 115 por ciento, y corresponden a los Bata-
llones de Fuerzas Especiales y los Grupos Anfibios 
de Fuerzas Especiales (Ganfes) del Ejército mexica-
no, lo que implica que recibieron entrenamiento de 
primer nivel, incluido el de “antiterrorismo” en Esta-
dos Unidos.28 El general José Francisco Gallardo Ro-
dríguez ha advertido sobre esta situación, y tras pasar 
nueve años en prisión por su defensa de los derechos 
humanos y exigir la creación de un ombudsman mi-
litar, asegura que altos mandos del Ejército están 
coludidos con el narcotráfico desde hace años, y que 
en el marco de la “guerra contra las drogas”, el fuero 
militar ha servido para avalar incontables atropellos 
por parte del Ejército y la Marina.29 De acuerdo con 
Human Rights Watch, tanto el Ejército como la poli-
cía mexicanos usan la tortura de forma sistemática 

para obtener confesiones y realizan ejecuciones 
extrajudiciales. De las casi 5 mil investigaciones ini-
ciadas por la justicia penal militar entre diciembre de 
2006 y abril de 2012, sólo 38 soldados fueron con-
denados.30 

Como refuerzo de la violencia derivada de su per-
fil militar, las principales organizaciones de narcotra-
ficantes activos en México también ejercen una vio-
lencia que resulta de sus actividades para obtener 
ganancias, ello debido a que la configuración de su 
economía ha dejado de estar reducida al trasiego de 
droga. Entre esas nuevas actividades figuran delitos 
que atentan contra la vida y, por ende, el desarrollo 
humano, como son la trata de personas, la tortura, el 
homicidio, el trabajo y el despojo forzados. La agudi-
zación de este tipo de crímenes es paradójica, pues 
por un lado representa vulnerar el poder político que 
los narcotraficantes buscan generar en espacios so-
ciales para la protección de sus actividades ilícitas, o 
dicho de otro modo, implica ir contra la faceta de 
“benefactores” sociales que muchos de ellos han in-
tentado construirse. Lo paradójico es que estos gru-
pos han tenido que usar este tipo de acciones en ra-
zón de dos cosas: en primer lugar han aumentado sus 
gastos de operación, infraestructura y personal para 
hacer frente a la “guerra contra el narco”, lo que los 
ha obligado a generar ganancias a partir de estos de-
litos, y, en segundo lugar, debido a que su perfil para-
militar les permite actuar de manera más efectiva, 
pero también más violenta. Según la cndh, de 2001 a 
2005 se registraron entre mil y 1,700 ejecutados al 
año; en 2006 la cifra llegó a 2,221; en 2007 subió a 
2,712, y en 2008 se duplicó, con 5,585 ejecuciones.31

Según el Diagnóstico sobre la trata de personas en 
México presentado por la cndh en 2014, México es país 
tanto de origen de las víctimas como de explotación de 
connacionales y extranjeros; Unicef afirma que en Mé-
xico hay más de 16 mil niños y niñas sometidos a escla-
vitud sexual; se ha incrementado el uso de niños con 
fines de explotación sexual con la difusión de porno-
grafía infantil en las redes; la titular de la Fiscalía Es-
pecial para los Delitos de Violencia contra las Mujeres 
y Trata de Personas (Fevimtra), Nelly Montealegre, ase-
gura que aun cuando México cuenta con una Ley Ge-
neral para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos 
en Materia de Trata, ésta se encuentra rebasada y nece-
sita reformarse, y según la Encuesta Nacional de Victi-
mización, publicada en 2011, únicamente 12.8 por cien-
to de los delitos relacionados con trata era denunciado, 
de los cuales 65.5 por ciento llevó al inicio de una ave-
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de las políticas neoliberales y los recientes ajustes es-
tructurales peñanietistas acentuarán la degradación 
social; b) el Estado continúa enfocado en brindar ga-
rantías a los grandes capitales y no a la población, y 
c) la estrategia gubernamental en el marco de la “gue-
rra contra el narco” no es la de atender los motivos 
reales y profundos del fenómeno, sino enfocarse en 
las acciones punitivas y la militarización del país. Las 
respuestas de la sociedad a esta situación no han sido 
pocas, pero son de bajo impacto en razón de dos co-
sas: en primer término no asimilan, generalmente, la 
problemática en sus causas profundas, en vez de ello 
se concentran en la mejora de la seguridad pública; y, 
en segundo término, porque existe un sistemático 
acoso por parte del gobierno federal y sus afines es-
tatales en contra de la respuesta social. El reto para la 
sociedad civil que se organiza en torno a la escalada 
de criminalidad y violencia que afecta a México no es, 
pues, únicamente el de contribuir a reducir la violen-
cia desatada por el narco, sino tomar conciencia de la 
relación que existe entre la degradación de las condi-
ciones de vida, el papel del gobierno y la complejidad 
del propio narcotráfico.    

riguación previa en el Ministerio Público. Esto signifi-
ca que de cada 100 delitos sólo se inició la averiguación 
previa en 8.4 de los casos. La encuesta estima que la 
cifra negra, es decir, los delitos no denunciados o que 
no detonaron averiguación previa, fue de 91.6 por 
ciento en 2011 y 92 por ciento en 2010. Distrito Federal, 
Chiapas, Puebla, Tlaxcala y Baja California son los cin-
co estados mexicanos con más víctimas de trata resca-
tadas por las autoridades.32  

Reflexión final 

La génesis y los efectos de la violencia multinivel en 
México están más allá de la inseguridad pública que 
el país padece. El crimen organizado, esencialmente 
las principales organizaciones de narcotraficantes, 
han aprovechado de manera sistemática la condición 
de vulnerabilidad social y recurren a perfiles especí-
ficos para robustecer sus filas. Es factible pensar que 
este recurso humano no dejará de estar disponible 
para estos grupos por tres razones: a) la continuidad 

Las fuerzas de élite han sido adiestradas y equipadas por mandos estadounidenses bajo la Iniciativa Mérida.
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